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Juez  Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 

Hernández Sánchez, Juez ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de diciembre de 2019. 

Comparece ante nuestra consideración, Antonio Díaz Pagán 

(en adelante, apelante), quien nos solicita que revoquemos una 

Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia (TPI) el 9 de 

julio de 2019. Mediante esta, el foro primario desestimó la demanda 

enmendada presentada por el apelante.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación se 

confirma la Sentencia recurrida.  

    I 

 El 20 de septiembre de 2017, Puerto Rico fue azotado por el 

Huracán María,1 causando daños sobre la propiedad del apelante. 

Para entonces, este tenía vigente una póliza de seguro de la parte 

apelada, Universal Insurance (en adelante, Universal), la cual cubría 

dicha propiedad, ubicada en el pueblo de Juncos.2 El apelante se 

comunicó con Universal, con relación a los daños causados a su 

propiedad, por lo que se le asignó un número de reclamación y se 

                                                 
1 Véase, Demanda Enmendada, pág. 10 del apéndice del recurso. 
2 Véase, Póliza de Vivienda, págs. 26-45, Sentencia, págs. 89-100 del apéndice 

del recurso y págs. 3-5 del recurso de Apelación. 
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inició el procedimiento de investigación. Como parte de dicho 

proceso, se inspeccionó la propiedad para verificar los daños,3 los 

cuales fueron estimados en $3,274.00.  Luego de aplicar el 

deducible, Universal calculó que la suma correspondiente a la 

reclamación del apelante era de $1,607.004 y, posteriormente, 

Universal y el apelante suscribieron un acuerdo donde se indicaba 

dicha suma como pago total de la reclamación presentada. A tenor 

con lo acordado, Universal procedió a expedir un cheque por la suma 

de $1,607.00, el cual fue aceptado por el apelante.5 

Pasados unos siete (7) meses, el apelante presentó Demanda 

ante el TPI en contra de dieciséis (16) aseguradoras, por los daños 

sufridos en su propiedad.6 Posteriormente, a casi un (1) año de 

suscribirse el acuerdo, el apelante enmendó la Demanda a los fines 

de dirigir su causa de acción en contra de Universal,7 reclamando 

un balance adeudado bajo los términos de la póliza.8 Universal, por 

su parte, presentó una Moción de Sentencia Sumaria, en la cual 

señaló que concurrían todos los elementos para el pago en finiquito. 

Argumentó que, Universal expidió un cheque por dicha suma que el 

apelante aceptó y cobró.9  

El apelante presentó su oposición argumentando que no 

procedía dictar sentencia sumaria por existir controversia sobre la 

cantidad de dinero a la que tiene derecho el apelante, y si el pago 

realizado fue aceptado como uno final.10 El 19 de julio de 2019, el 

TPI dictó Sentencia declarando Ha Lugar la Moción de Sentencia 

                                                 
3 Véase, Acuse de Recibo, pág. 46 del apéndice del recurso. 
4 Véase, Below $50,000 Report, págs. 47-48 y Sentencia, págs. 90-91 del 

apéndice del recurso. 
5 Véase, Sentencia, pág. 91, Acuerdo de Ajuste para Consideración del 

Asegurador y Cheque Núm. 647487, pags. 49-53 del apéndice del recurso.  
6 Véase, Demanda, págs. 1-8 del apéndice del recurso. 
7 Véase, Demanda Enmendada, págs. 9-15 del apéndice del recurso. 
8 Id. A la pág. 12 del apéndice del recurso. 
9 Véase, Moción de Sentencia Sumaria, págs. 17-25 del apéndice del recurso. 
10 Id. y Oposición a Moción de Sentencia Sumaria, págs. 56-69 del apéndice del 

recurso. 
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Sumaria, presentada por Universal, haciendo las siguientes 

determinaciones de hechos: 

1. Universal emitió la póliza 511420171016 con 
vigencia de 12 de marzo de 2017 al 12 de marzo de 
2018. 

 
2. El asegurado en la póliza es Diaz [Apelante] y se 

aseguró la propiedad que ubica en Urb. Diamari, 
F-1, Calle Geranio, Juncos, Puerto Rico. 

 

3. El demandante reportó en Universal que la 

propiedad asegurada sufrió daños a consecuencia 
del Huracán Maria.  

 

4. Mediante misiva de 14 de noviembre de 2017 

Universal le indicó al demandante que su 
reclamación se manejaría bajo el número 1979475. 

 

5. Como parte del manejo de la reclamación, un 
ajustador acudió a la residencia del demandante e 
inspeccionó los daños percibidos. 

 

6. Luego de investigar la reclamación, Universal 
estimó los daños percibidos por la propiedad en 
$3,274.00. 

 

7. La póliza establece un deducible de $1,667.00. 
 

8. Al aplicar el deducible, Universal le cursó a Díaz 

[Apelante] una oferta por la suma de $1,607.00. 
 

9. El demandante aceptó la oferta y suscribió con su 
firma un Acuerdo de Ajuste para Consideración del 

Asegurador (Acuerdo). 
 

10. En el acuerdo se dispuso lo siguiente: 

Acepto que el detalle que se desglosa a continuación 
constituye la totalidad de mi reclamación por daños 
a consecuencia del paso del Huracán María. 

 
Entiendo que el pago de esta reclamación podría 
variar por razón de la revisión del ajuste y la 
cubierta, conforme a las condiciones de la póliza de 
referencia. Cualquier revisión que surja, el 
asegurador me la notificará por escrito. 

 
Entiendo, además, que una vez el asegurador 
acepte esta transacción, emitirá el pago con el 
correspondiente relevo.  

 
11. En el Acuerdo se indica que la reclamación se 

valoró en $3,274.00, que el deducible es de 

$1,667.00 y que el ajuste neto es por $1,607.00. 
 

12. Acorde con la oferta cursada y aceptada, el 9 de 

abril de 2018 Universal emitió un cheque por la 
cantidad de $1,607.00. 
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13. En el cheque se indica que es un pago final, no 
parcial, en cuanto a la pérdida. 

 

14. El demandante cobró el cheque.11 

El apelante presentó una Moción de Reconsideración de 

Sentencia, en la cual señaló que la desestimación fue prematura por 

existir controversias reales de hecho y de derecho por resolver. Alegó 

además que no es de aplicación la figura de pago en finiquito en 

casos de reclamación bajo una póliza de seguros conforme el caso 

de Carpets & Rugs Warehouse Inc. v. Carpet Matt Inc., 175 DPR 615 

(2009).12  

Universal, por su parte, presentó Oposición a Moción de 

Reconsideración,13 y el 15 de agosto de 2019, el TPI declaró No Ha 

Lugar a la solicitud de reconsideración.14 Inconforme, el 20 de 

septiembre de 2019, el apelante, Sr. Antonio Díaz Pagán presentó 

un recurso de Apelación, en el cual señaló que no se dieron los 

elementos para la figura de pago en finiquito, ello debido a la falta 

de una reclamación ilíquida y falta de consentimiento informado. 

Argumentó, además, que el pago en finiquito no aplica en casos de 

seguros debido a que la oferta hecha por Universal es una final, 

líquida y exigible. Explicó que no hubo consentimiento informado 

pues no se le informó sobre el resultado del ajuste ni las razones 

específicas bajo las disposiciones de la póliza para pagar ciertos 

daños y excluir otros. La parte mencionó que el cheque emitido por 

Universal, donde aparece un encasillado con la palabra “Final”, no 

satisface las obligaciones de la aseguradora bajo al Código de 

Seguros ni la jurisprudencia. Sobre al Acuerdo de Ajuste para 

Consideración del Asegurado, argumenta que el lenguaje 

contradictorio y confuso del acuerdo junto con las circunstancias de 

                                                 
11 Véase, Sentencia, a las págs. 90 y 91 del apéndice del recurso.  
12 Véase, Moción de Reconsideración de Sentencia, págs. 102-112 del apéndice 
del recurso. 
13 Véase, Oposición a Moción de Reconsideración, págs. 114-116 del apéndice del 

recurso. 
14 Véase, Notificación, pág. 117 del apéndice del recurso. 
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la entrega del cheque ponen de manifiesto la ausencia de un 

entendimiento claro por parte del asegurado.15 

 El 30 de septiembre de 2019, Universal presentó su Alegato 

señalando que el recurso del apelante era inconsistente, ya que 

aunque alegaba que no aplicaba la doctrina de pago en finiquito, en 

todas sus mociones esbozaba que la controversia principal del caso 

era la cuantía a la cual ascendían sus daños. Explica que el apelante 

no menciona en concreto la forma en que Universal le oprimió o 

tomó ventaja. Indica que, contrario a lo que alegó el apelante, del 

Código de Seguros no surge que la doctrina de pago en finiquito sea 

inoperante o inaplicable. Señala, además, que no existe 

jurisprudencia o legislación alguna que establezca que el pago en 

finiquito está vedado para las aseguradoras o que no es de 

aplicación en eventos de emergencia. Explica que al apelante se le 

entregó el informe de ajuste16 donde se indica el límite de la póliza y 

cada daño considerado con su correspondiente valoración.  

El apelante hizo el siguiente señalamiento de error: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTAR SENTENCIA SUMARIAMENTE 

DESESTIMANDO LA DEMANDA AL CONCLUIR QUE SE 
CONFIGURÓ UN ACUERDO TRANSACCIONAL ENTRE 

LAS PARTES Y/O LOS ELEMENTOS NECESARIOS 
PARA LEVANTAR LA DEFENSA DE PAGO EN 
FINIQUITO CUANDO EL PAGO SE USÓ PARA BURLAR 

LAS OBLIGACIONES DE LA ASEGURADORA BAJO EL 
CÓDIGO DE SEGUROS: (a) YA LA DEUDA ES UNA 

SUMA LIQUIDA; (b) EL CODIGO DE SEGUROS SE HA 
VIOLADO; y, c) LAS RELACIONES ENTRE EL 
ASEGURADO Y LA ASEGURADORA SON 

ASIMÉTRICAS Y VICIADAS POR UN ESTADO DE 
NECESIDAD, DOLO, FALTA DE BUENA FE Y ABUSO 
DE DERECHO.  

                                           II 

                                          -A- 

El certiorari es el vehículo procesal que le permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las decisiones de un tribunal 

                                                 
15 Véase, recurso de Apelación, págs. 1-25. 
16 Véase, Below $50,000 Report, págs. 47-48 del apéndice del recurso.  
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inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). 

Su característica distintiva es “la discreción encomendada al 

tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus 

méritos”. Íd., pág. 338. Es decir, contrario a lo ocurrido con un 

recurso de apelación, la expedición del auto de certiorari “descansa 

en la sana discreción del foro apelativo”. García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  

Así, mediante este recurso extraordinario, se le puede solicitar 

a un tribunal de mayor jerarquía que corrija un error cometido por 

el foro primario. Íd.; Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79 (2001). 

Establece la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, que 

este foro apelativo expedirá el recurso de certiorari para resolver 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas cuando se recurre 

de:  (1) una resolución u orden bajo las Reglas 56 (Remedios 

Provisionales) y 57 (Injunction) de Procedimiento Civil; (2) la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo; y (3) por 

excepción de:  (a) decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales; (b) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios; (c) anotaciones de rebeldía; (d) casos de relaciones de 

familia; (e) casos que revistan interés público; y (f) cualquier otra 

situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.  

Sabido es que, en aras de hacer justicia, la discreción es “[e]l 

más poderoso instrumento” que tienen los jueces. Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004). Esta se ha definido como una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justiciera. Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 

414, 435 (2013). No significa poder actuar en una forma u otra 

haciendo abstracción del resto del Derecho. Íd. Cónsono con ello, la 

Regla 40 del Reglamento Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, fija los criterios que debemos considerar para poder ejercer de 

javascript:citeSearch('154DPR79',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('154DPR79',%20'MJPR_DPR')
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forma sabia y prudente nuestro criterio al decidir si hemos de 

atender las controversias que se nos plantean en un recurso de 

certiorari. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 96- 97 

(2008). La referida regla pauta los siguientes:         

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 

a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho. 
 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  
 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  
 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
 

Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de nuestra discreción como tampoco se trata de una lista 

exhaustiva. García v. Padró, 165 DPR 324 (2005). La norma vigente 

es que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del TPI 

cuando éste haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 

parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 

(2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 719 (2007); 

In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1, 
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(2005); Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664 (2000); 

Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992). 

En síntesis, nuestra facultad discrecional para expedir 

recursos de certiorari está delimitada tanto por los criterios de la 

Regla 52 de Procedimiento Civil, supra, como por los de la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

                                         -B- 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario disponible para resolver las controversias en donde 

no se requiere la celebración de un juicio en sus méritos. Es un 

remedio discrecional y excepcional que sólo debe utilizarse “cuando 

no existen controversias de hechos medulares y lo único que resta 

es aplicar el derecho”. Mun. de Añasco v. Admn. de Seguros de Salud, 

188 DPR 307, 326 (2013). 

La Regla 36 de Procedimiento Civil permite dictar sentencia 

sumaria sobre la totalidad o sobre parte de una reclamación. 32 

LPRA Ap. V, R. 36. El propósito de esta regla es aligerar la 

tramitación de los casos en los cuales no es necesario celebrar una 

vista debido a que los documentos que acompañan la moción de 

sentencia sumaria demuestran que no hay una controversia de 

hechos real y sustancial, por lo que solo resta aplicar el derecho. La 

parte que promueve la sentencia sumaria debe establecer su 

derecho con claridad y demostrar que no existe controversia 

sustancial sobre algún hecho material. Ramos Pérez v. Univisión, 

178 DPR 200, 212-213 (2010). Claro está, la parte que se opone a 

que se dicte sentencia sumaria debe demostrar que existe 

controversia sobre un hecho esencial, por lo que es necesario 

celebrar una vista.  

Un hecho esencial, material y pertinente es el que puede 

afectar el resultado de la reclamación. La parte que alegue que existe 

controversia sobre un hecho material tiene que demostrar que la 
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misma es real, sustancial y genuina. Una controversia es real 

cuando la prueba es de tal naturaleza que un juzgador racional de 

los hechos, podría resolver a favor de la parte promovida. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, págs. 213-214. 

Al determinar si existe controversia de hechos que impida 

dictar sentencia sumaria, los Tribunales deben analizar los 

documentos que acompañan la solicitud, los incluidos en la 

oposición y los que obran en el expediente. Este análisis persigue 

evitar la privación del derecho de todo litigante a su día en corte, en 

aquellos casos en que existen controversias de hechos legítimos y 

sustanciales que deben ser resueltas en un juicio plenario. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, págs. 216-217. Esta determinación debe 

guiarse por el principio de liberalidad a favor de la parte que se 

opone. Así, en caso de duda sobre si un hecho sustancial está 

controvertido o incontrovertido, el Tribunal debe inclinar la balanza 

hacia la celebración de un juicio para dilucidar el caso. 

La parte opositora viene obligada a contestar de forma 

detallada y específica aquellos hechos pertinentes y a demostrar que 

existe una controversia real y sustancial que debe dilucidarse en un 

juicio. Sin embargo, el hecho de no oponerse, por sí solo, no implica 

necesariamente que proceda dictarse sentencia sumaria, pues si 

existe una controversia legítima sobre un hecho material, el 

Tribunal no deberá disponer del caso mediante tal mecanismo. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 215-216. 

La parte promovente puede prevalecer por la vía sumaria si 

presenta prueba incontrovertida sobre todos los elementos 

indispensables de su causa de acción. La promovida puede derrotar 

la moción de sentencia sumaria de tres maneras: (1) si establece una 

controversia real de hechos sobre uno de los elementos de la causa 

de acción de la parte demandante, (2) si presenta prueba que apoye 

una defensa afirmativa, (3) si presenta prueba que establezca una 
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controversia sobre la credibilidad de los testimonios jurados que 

presentó la demandante. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 217. 

Procede que se dicte sentencia sumaria únicamente cuando 

surge de manera clara que el promovido no puede prevalecer bajo 

ninguna circunstancia y que el Tribunal tiene a su disposición todos 

los hechos necesarios para resolver la controversia que tiene ante 

su consideración. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 

848 (2010); ELA v. Cole, 164 DPR 608, 625 (2005). Claro está, la 

misma debe garantizar un balance adecuado entre el derecho de 

todo litigante a tener su día en corte y la disposición justa, rápida y 

económica de los litigios civiles. Así, aunque la disposición sumaria 

de casos no está desfavorecida, los Tribunales deben aplicar de 

forma rigurosa los requisitos dispuestos en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, de acuerdo a los hechos particulares de 

cada caso. Si se utiliza de manera correcta, constituye una 

herramienta importante que permite a los jueces y juezas disponer 

de casos que no ameritan la celebración de un juicio o de casos 

frívolos y, de esta forma, descongestionar los calendarios judiciales. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 219-220. 

En síntesis, no procede dictar sentencia sumaria cuando: (1) 

existen hechos materiales y esenciales en controversia; (2) hay 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; 

(3) surge de los propios documentos que se acompañan con la 

moción de sentencia sumaria una controversia real sobre algún 

hecho material y esencial; (4) como cuestión de derecho no procede. 

Pepsi-Cola v. Mun. Cidra, 186 DPR 713, 757 (2012); Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 217. 

Conviene recordar también que “existen litigios y 

controversias que por su naturaleza no resulta aconsejable resolver 

mediante una sentencia dictada sumariamente; ello, en vista de que 

en tales casos un tribunal difícilmente podrá reunir ante sí toda la 



 
 

 
KLAN201901076    

 

11 

verdad de los hechos a través de afidávits, deposiciones o 

declaraciones juradas”. Jusino et al. v. Walgreens, 155 DPR 560, 579 

(2001). Se trata de casos cuya solución amerita dirimir asuntos 

subjetivos así como la intención de las partes. Íd.  

Es por todo lo expresado, que como foro apelativo debemos 

cerciorarnos de que al dictar sentencia sumaria el foro sentenciador 

analizó los documentos que acompañan la moción solicitando 

sentencia sumaria, los documentos incluidos con la moción en 

oposición y aquellos que obren en el expediente del Tribunal. 

También debemos auscultar si el foro primario analizó si el oponente 

controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones de la 

demanda que no han sido controvertidas o refutadas en forma 

alguna por los documentos. Ramos Pérez v. Univisión, supra; Vera 

v. Dr. Bravo, 161 DPR 308 (2004); PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. 

Co., 136 DPR 881 (1994). Aunque como norma general debemos ser 

deferentes ante la apreciación de la prueba por parte del juzgador 

de hechos, estamos en igual posición que el foro de Instancia para 

evaluar prueba documental. Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 681 

(2004); Trinidad v. Chade, 153 DPR 280 (2001); Moreda v. Rosselli, 

150 DPR 473 (2000). 

                                        -C- 

El pago en finiquito (accord and satisfaction) es una figura del 

derecho común anglosajón que fue incorporada a nuestro 

ordenamiento jurídico. Gilormini Merle v. Pujals Ayala, 116 DPR 482, 

484 (1985); López v. South PR Sugar Co., 62 DPR 238, 244 (1943) 

citando a, City of San Juan v. St. John’s Gas Co., 195 US 510 (1904). 

Dicha figura es una forma de extinción de las obligaciones y equivale 

a una transacción. A. Martínez & Co. v. Long Construction Co., 101 

DPR 830, 834 (1973). Para que se configure dicha doctrina se 

requiere el concurso de los siguientes tres elementos: (1) una 

reclamación ilíquida o sobre la cual exista controversia bona fide; (2) 
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un ofrecimiento de pago por el deudor; y (3) una aceptación del 

ofrecimiento de pago por el acreedor. H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 

114 DPR 236, 240 (1983) citando a López v. South P.R. Sugar Co., 

supra, págs. 244 y 245; Pagán Fortis v. Garriga, 88 DPR 279, 282 

(1963). Con relación al primer elemento es necesaria la ‘ausencia de 

opresión o indebida ventaja de parte del deudor’ sobre su acreedor”. 

H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra, pág. 241; A. Martínez & Co. v. 

Long Construction Co., supra. 

En el caso de A. Martínez & Co., A. Martínez & Co. v. Long 

Const., 101 DPR 830, 834 (1973), el Tribunal Supremo modificó el 

primer requisito de la doctrina de pago en finiquito, la iliquidez de 

la deuda, para exigir no solo la iliquidez de la deuda sino la ‘ausencia 

de opresión o indebida ventaja de parte del deudor ‘sobre su 

acreedor. 

En cuanto al ofrecimiento de pago, la doctrina requiere que la 

oferta de pago que haga el deudor al acreedor sea de buena fe. López 

v. South PR Sugar Co., supra, pág. 245; H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 

supra, pág. 240. La buena fe se considera la rectitud, honradez, 

sinceridad y pureza de conciencia. I. Rivera García, Diccionario de 

Términos Jurídicos, 2da edición, Orford, New Hampshire. E.U.A., 

1985, pág. 30. Todos elementos subjetivos que se determinan 

mediante los actos anteriores, coetáneos y posteriores a la 

contratación. El ofrecimiento de pago tiene que ir acompañado por 

declaraciones o actos que claramente indiquen que el pago ofrecido 

por el deudor al acreedor es en pago total, completo y definitivo de 

la deuda existente entre ambos”. H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra, 

pág. 242. 

Sobre la aceptación del pago se ha dicho que se perfecciona la 

doctrina, con la mera retención del cheque por el acreedor, que con 

ello expresa su consentimiento. A. Martínez & Co. v. Longo Const. 

Co., supra. No obstante, para que la retención del cheque implique 
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la aceptación de la oferta, es necesario tomar en consideración el 

tiempo durante el cual se retuvo, las circunstancias particulares de 

cada caso en cuanto a los factores de ausencia de opresión o 

indebida ventaja de parte del deudor sobre su acreedor. H.R. Elec., 

Inc. v. Rodríguez, supra, pág. 244. En este sentido, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha expresado que en ausencia de actos por 

parte del acreedor claramente indicativos de la aceptación de la 

oferta que se le ha hecho, la mera retención del cheque sin 

depositarlo, durante un período razonable no implica que éste haya 

aceptado la oferta y, por lo tanto, no entra en vigor la doctrina de 

aceptación como finiquito”. Íd. Para que se entienda que hubo 

aceptación de la oferta es indispensable que el acreedor ejecute 

actos afirmativos que indiquen la aceptación del pago, como lo sería 

el cobro del cheque en ausencia de opresión o indebida ventaja de 

parte del deudor.  

El acreedor no debe aceptar el ofrecimiento de pago para 

después reclamar ni debe modificar las condiciones del pago al 

momento de aceptar el mismo. Se ha aclarado que “el acreedor que 

acepta dinero con claro entendimiento de que representa una 

propuesta para la extinción de la obligación, no puede desvirtuar el 

acuerdo de pago fraseando a su gusto el recibo o el endoso en el 

cheque”. A. Martínez & Co. v. Long Construction Co., supra, pág. 835. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha aclarado que no se puede 

aceptar un cheque en pago total de una deuda, a la par que se 

intenta alterar unilateralmente su naturaleza expresando que se 

acepta como pago parcial. Gilormini Merle v. Pujals Ayala, supra, 

pág. 484 haciendo referencia al caso de A. Martínez & Co. v. Long 

Construction Co., supra. Dicha situación sería contradictoria. 

Asimismo, la doctrina también opera en caso de que el acreedor 

acepte un cheque como pago, aunque posteriormente decida 

manifestarle al deudor que dicho pago se acepta como abono a la 
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deuda. A. Martínez & Co. v. Long Construction Co., supra, págs. 834-

835. En A. Martínez & Co. v. Long Construction Co., , supra, , el 

tribunal explicó que “[l]a aceptación del cheque por el acreedor 

equivale a dar su conformidad a la liquidación del contrato que lo 

acompaña; y su acción unilateral tachando el concepto de endoso 

sustituyéndolo por otro de su propia redacción y escribiendo una 

carta en que expresa aceptar el cheque como abono o pago parcial 

fue un ejercicio inútil. A. Martínez & Co. v. Long Construction Co., 

supra, pág. 834. El Tribunal Supremo de Puerto Rico explica que: 

“Está generalmente establecido que si un cheque con 

anotación indicativa de que se ofrece en pago total o 
transacción de una reclamación disputada o sin 
liquidar, se envía por el deudor a su acreedor, y estos 

extremos se aclaran al acreedor, éste último no puede 
evadir el dilema de devolver el cheque o retenerlo en 
pago total de su acreencia con simplemente borrar, 

suprimir o tachar las palabras que expresa dicho 
concepto de endoso”. Id, a la pág. 835, citando a 1 Am. 

Jur. 2d (Accord & Satisfaction), Sec. 22, pág. 321. A. 
Martínez & Co. v. Long Construction Co., supra, pág. 

835.  

El Tribunal Supremo ha aclarado que [a]l hacérsele al 

acreedor un ofrecimiento de pago sujeto a la condición de que al 

aceptarlo se entenderá en saldo de su reclamación, tiene el deber de 

devolver al deudor la cantidad ofrecida, si no está conforme con 

dicha condición. Véase, H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra, pág. 240, 

citando a López v. South P.R. Sugar Co., supra. [El acreedor] no 

puede aprovecharse de la oferta de pago que de buena fe le hace el 

deudor, para después de recibirla, reclamar el balance. Id. 

Por ello es necesario que el ofrecimiento vaya acompañado por 

declaraciones o actos que claramente indiquen que el pago ofrecido 

por el deudor es en calidad de pago total, completo y definitivo de la 

deuda existente entre ellos. Véase, H.R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 

supra, pág. 242. 

                                         -D- 

El negocio de seguros es uno de un alto interés público; por 

lo cual, ha sido regulado ampliamente por el Estado. Molina Texidor 
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v. Plaza Acuática, 166 DPR 260, 266 (2005); Comisionado de Seguros 

v. Anglo Porto Rican, 97 DPR 637, 640 (1969). El Código de Seguros 

es la ley especial a través de la cual la Asamblea Legislativa 

reglamenta las prácticas y requisitos de esta industria. Associates 

Insurance Agencies Inc. v. Comisionado de Seguros, 144 DPR 425, 

442 (1997). 

El Código de Seguros regula las prácticas comerciales en el 

negocio de seguros definiendo o disponiendo para la determinación 

de todas las prácticas en Puerto Rico que constituyen métodos 

desleales de competencia, o actos o prácticas engañosas, y 

prohibiendo las prácticas comerciales que así se definan o 

determinen. Art. 21.010 del Código de Seguros, 26 LPRA Sec. 2701.  

 Dicho cuerpo legal enumera las prácticas o actos desleales en 

el ajuste de reclamaciones entre los que están los siguientes: 

En el ajuste de reclamaciones ninguna persona 
incurrirá o llevará a cabo, cualquiera de los siguientes 

actos o prácticas desleales: 
 

[…] 
 
(6) No intentar de buena fe de llevar a cabo un ajuste 

rápido, justo y equitativo de una reclamación de la cual 
surja claramente la responsabilidad. 

 
(7) Obligar a los asegurados o reclamantes a entablar 
pleitos para recobrar bajo los términos de una póliza, 

porque se le ha ofrecido al asegurado o reclamante una 
cantidad sustancialmente menor que la cantidad que 
podría ser recobrada finalmente en un litigio o porque 

se le ha negado incorrectamente la cubierta bajo los 
términos de la póliza. 

 
(8) Tratar de transigir una reclamación por una 
cantidad menor que la que el asegurado o reclamante 

razonablemente tenga derecho, basado en la literatura 
o material impreso que se le acompañó o se hizo formar 

parte de la solicitud. 
 
(9) […] 

 
(10) Realizar los pagos de las reclamaciones a los 
asegurados o beneficiarios sin acompañarlos de una 

declaración que establezca la cubierta bajo la cual se 
realiza el pago. 

 
[…] 26 LPRA Sec. 2716a. 
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 Asimismo, la sección 2716(b) establece un término para que 

las aseguradoras atiendan las reclamaciones expresando lo 

siguiente:  

 (1) La investigación, ajuste y resolución de cualquier 

reclamación se hará en el período razonablemente más 
corto dentro de noventa (90) días después de haberse 
sometido al asegurador la reclamación. 
 

(2) En el caso de que un asegurador no pueda resolver 
una reclamación en el término establecido en el inciso 

(1) de esta sección, deberá mantener en sus expedientes 
los documentos que acrediten la existencia de justa 
causa para exceder el término anteriormente dispuesto. 

 
(3) El Comisionado en cualquier momento podrá 
ordenar la resolución inmediata de cualquier 

reclamación si considera que se está dilatando o 
retrasando indebida e injustificadamente la resolución 

de la misma.  
Véase, 26 LPRA § 2716(b). 

 

Las reclamaciones serán resueltas mediante el pago total de 

la reclamación, la denegación escrita y debidamente fundamentada 

de la reclamación, o el cierre por inactividad del reclamante, cuando 

éste no coopere o no entregue la información necesaria para que el 

asegurador pueda ajustar la reclamación. 26 LPRA § 2716(c). 

De incurrirse en violaciones al Código de Seguros, el 

Comisionado de Seguros está facultado para adjudicar controversias 

sobre violaciones a dicho Código o su reglamento conforme la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme. Asimismo, el Comisionado 

podrá imponer sanciones y penalidades administrativas por 

violaciones al Código de Seguros y a los reglamentos aprobados en 

virtud de éste. Véase, 26 LPRA Sec. 235 (14) y (17). 

   III 

 Luego de un examen del expediente ante nuestra 

consideración, junto a las alegaciones de las partes y el derecho 

aplicable, concluimos que el apelante no tiene razón. Veamos. 

El apelante aduce que no concurren los elementos necesarios 

para el pago en finiquito debido a que la deuda es una suma líquida 
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y exigible.17 Sin embargo, argumenta que el hecho principal y más 

importante del caso es la valoración de los daños sufridos.  Es decir, 

pone en controversia la cuantía de la suma que alega es una líquida 

y exigible.18 Suma que ya le fue pagada por Universal con la entrega 

del cheque núm. 647487. Asimismo, en su señalamiento de error, 

alega que se violó el Código de Seguros e indica que hubo dolo, falta 

de buena fe y abuso del derecho por parte de Universal.  

A raíz de los daños ocasionados a su propiedad por el Huracán 

María, el apelante presentó una reclamación a Universal. La 

aseguradora inspeccionó la propiedad y le presentó al apelante un 

estimado de los daños percibidos por la suma de $3,274.00. A dicha 

suma se le aplicó el deducible de $1,667.00, por lo que se le cursó 

al apelante una oferta por la suma de $1,607.00. Este aceptó dicha 

oferta y, el 20 de marzo de 2018, suscribió con su firma un Acuerdo 

de Ajuste para Consideración del Asegurador, donde se indicaba que 

el pago correspondiente a la reclamación era de $1,607.00. En dicho 

acuerdo también se dispuso lo siguiente: 

Acepto que el detalle que se desglosa a continuación 

constituye la totalidad de mi reclamación por daños a 
consecuencia del paso del Huracán María. 
 

Entiendo que el pago de esta reclamación podría variar 
por razón de la revisión del ajuste y la cubierta, 

conforme a las condiciones de la póliza de referencia. 
Cualquier revisión que surja, el asegurador me la 
notificará por escrito. 

 
Entiendo, además, que una vez el asegurador acepte 
esta transacción, emitirá el pago con el correspondiente 

relevo.19 
 

A tenor con lo suscrito por las partes en dicho acuerdo, el 9 

de abril de 2018, Universal emitió un cheque por la suma de 

$1,607.00, que indicaba en el tipo de pago, ser un pago final. El 

apelante firmó y cobró dicho cheque.20  

                                                 
17 Véase, pág. 4 del recurso de Apelación. 
18 Id. a la pág. 5. 
19 Véase, Acuerdo de Ajuste para Consideración del Asegurador, a la pág. 49 del 

apéndice del recurso y Sentencia, págs. 89-100 del apéndice del recurso. 
20 Véase, Cheque núm. 647487, págs. 50-53 del apéndice del recurso. 
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Surge de lo anterior que el apelante fue informado de la suma 

correspondiente a su reclamación por medio del Acuerdo de Ajuste 

para Consideración del Asegurador. Dicho documento expresa el 

detalle de las partidas de los daños reclamados y el valor 

correspondiente a cada uno sumando un total de $3,274.00, suma 

que se reduce a $1,607.00 luego de restarle el deducible. Según se 

desprende de dicho documento, el mismo constituye la totalidad de 

la reclamación por daños a consecuencia del paso de este huracán 

y que, una vez aceptada dicha transacción, se emitiría el cheque por 

la suma correspondiente. El apelante suscribió el documento con su 

firma el 20 de marzo de 2018, aceptando todo lo que en este se 

detalla.21 En ningún lugar de dicho documento o del cheque 

entregado al apelante, se indicaba que la suma de $1,607.00 sea un 

pago parcial.22  

El apelante alegó que hubo falta de consentimiento informado 

y señaló que el acuerdo contenía lenguaje contradictorio y confuso.23 

Luego de un examen de dicho acuerdo, es forzoso concluir que su 

lenguaje es claro y libre de ambigüedad. Así también concluyó el TPI 

en la Sentencia recurrida.24 El apelante señaló, además, que los 

documentos que se le entregaron en Universal junto con el pago, 

contenían las cuantías en inglés, por lo que no los pudo entender.25 

Sin embargo, de los documentos surge que el detalle de los daños 

estaba en español.26 A raíz de lo anterior, concluimos que el apelante 

fue debidamente informado de que el cheque entregado 

correspondía al pago final por el total de la reclamación.  

                                                 
21 Véase, Acuerdo de Ajuste para Consideración del Asegurador, pág. 49 del 

apéndice del recurso. 
22 Véase, Cheque núm. 647487, pág. 52 del apéndice del recurso. 
23 Véase, pág. 19 del recurso de Apelación. 
24 Véase, Sentencia, pág. 99 del apéndice del recurso y pág. 6 del recurso de 

Apelación. 
25 Véase, pág. 8 del recurso de Apelación. Véase, además, Below $50,000 Report, 
págs. 47-48 del apéndice del recurso. En dicho detalle se incluyen entre otros, 

dos (2) puertas, un (1) tragaluz, grietas en techo y aleros. 
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De los hechos del presente caso no surge falta de diligencia en 

el manejo de la reclamación. Tampoco surgen actos que demuestren 

falta de buena fe por parte de Universal. El apelante aceptó el ajuste 

de todas las partidas al igual que aceptó y recibió el pago acordado. 

Luego de casi un (1) año transcurrido desde suscribirse dicho 

acuerdo, presentó demanda enmendada reclamando un balance 

adeudado bajo los términos de la póliza. A raíz de todo lo anterior, 

coincidimos con el foro primario en la aplicación de la figura de pago 

en finiquito. 

Por otro lado, el apelante aduce que la figura del pago en 

finiquito no aplica a casos de reclamaciones de seguros conforme la 

jurisprudencia bajo el caso de Carpet & Rugs Warehouse Inc. v. 

Carpet Matt Inc., 175 DPR 615 (2009).27 La controversia en dicho 

caso giraba en torno a la Regla 22 de Evidencia y si procedía dictar 

sentencia sumariamente. De dicho caso no surge discusión sobre la 

figura de pago en finiquito, ni se establece su prohibición en casos 

sobre reclamaciones de seguros. 

             IV 

Por los fundamentos previamente expuestos, se confirma la 

Sentencia impugnada en todas sus partes. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez Grana Martínez disiente sin opinión escrita. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
27 Véase, págs. 15-19 del recurso. 


